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    Introducción


    El visitante que ingresa al antiguo local de la Inquisición de Lima, hoy convertido en museo, lo hace atraído más por la curiosidad y menos por su historia. Contribuye a ello el hecho de que el guión museográfico no esté diseñado para instruir, sino para exacerbar la imaginación del visitante por lo sórdido y lúgubre, ya que, ante sus ojos, se despliegan las imágenes de dolientes reos y de atroces tormentos. Día tras día, las paredes del vetusto edificio acogen los ecos del trajinar de personas de muy diversa condición y de las explicaciones de los guías del museo; pero otros eran los sonidos, más discretos, que se escuchaban entre esas mismas paredes antes de1820: los de las plumas de escribir y los papeles movidos por diligentes escribanos, archiveros, contadores y fiscales en el desempeño de sus labores cotidianas al responder la correspondencia, redactar informes, mantener al día los registros de los denunciados y ordenar la documentación generada por y para el Tribunal. Este, además, como otras instituciones de la época colonial, poseía un enorme patrimonio —que consistía, básicamente, en ingresos procedentes del alquiler de propiedades urbanas y rústicas, censos, capellanías, fundaciones y préstamos—, cuya administración era esencial para mantenerlo en funcionamiento.


    También esas mismas paredes fueron testigos, antes de1820, de una de las tareas centrales del quehacer inquisitorial: la censura de libros. En efecto, los oficiales del Tribunal eran los responsables de elaborar los edictos de libros prohibidos, encargar su impresión en los talleres tipográficos locales, recibir las denuncias en contra de los lectores que habían cometido infracciones a las disposiciones del Tribunal y de cumplir las disposiciones provenientes de Madrid acerca de edictos y catálogos.


    Por ello, la circulación de libros prohibidos en el virreinato del Perú y los esfuerzos del Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición por evitar su difusión entre los miembros de la sociedad colonial es el tema de este libro. El periodo de estudio comprende desde 1754, fecha de publicación en Lima del Índice de 1747 —que marca un cambio en la orientación de la censura ya que incorporó numerosas obras, laicas y religiosas, de autores franceses—, hasta 1820, año de la supresión definitiva del Tribunal en el virreinato del Perú.


    Entre 1754 y 1820 se sucedieron una serie de acontecimientos en Europa y América que afectaron de diverso modo la actividad del Santo Oficio: la aplicación de las reformas borbónicas, el estallido de la Revolución francesa, el colapso de la monarquía española y el establecimiento en España de un gobierno liberal y el posterior retorno del absolutismo.


    Desde la década de 1760, la Corona española puso en práctica en sus posesiones americanas un conjunto de reformas con la finalidad de mejorar las defensas militares, el desarrollo económico y la recaudación fiscal. Asimismo, en su afán por favorecer el progreso material de sus súbditos, la Corona dictó una serie de leyes destinadas a fomentar la producción y el consumo del libro peninsular. La mayor exportación de impresos a América significó un reto para el Santo Oficio, preocupado en evitar el paso de obras prohibidas. Este temor se incrementó con el inicio, en 1789, de la Revolución francesa, que tuvo el efecto de reactivar los controles aduaneros en la península y en América. Mediante las inspecciones en los puertos y la publicación de edictos, la Inquisición trató de frenar la inundación de literatura revolucionaria. En dicho contexto, la Corona y la Inquisición olvidaron sus viejas rencillas para trabajar de manera conjunta contra el enemigo común: la corriente de ideas procedente del norte de los Pirineos; pero lo que, sin duda, no estaba en los cálculos del Santo Oficio era que el expansionismo napoleónico afectaría gravemente su existencia.


    La invasión de las tropas francesas a la península en 1808 no solo puso fin al reinado de los monarcas borbones, sino también a la Inquisición, que fue suprimida ese mismo año por José Bonaparte. El Consejo de la Suprema y General Inquisición, en Madrid, el órgano rector del sistema inquisitorial del imperio, y la mayoría de los tribunales peninsulares, dejaron de operar. En América, los tribunales de Lima y Cartagena, pero no el de México, disminuyeron considerablemente su actividad al carecer de directivas de gobierno. Cinco años más tarde, en 1813, las Cortes de Cádiz dieron el golpe de gracia a la temida institución al decretar su abolición por considerar que su existencia no era compatible con el nuevo ordenamiento político de una monarquía constitucional, tal como había sido sancionada por la Constitución de 1812. Esta primera supresión no duró mucho tiempo, ya que, a su retorno al trono en 1814, Fernando VII restableció el Santo Oficio. Aunque las actividades procesales y administrativas se reanudaron, la Inquisición de Lima distaba de ser la poderosa institución de tiempos anteriores; el interregno de cinco años la había debilitado considerablemente. Durante sus últimos años de funcionamiento, continuó publicando edictos; recolectando abundantes denuncias contra bígamos, solicitantes y lectores de libros prohibidos; y admitiendo expedientes de candidatos a cargos en el Tribunal. En 1820, una revolución liberal obligó a Fernando VII a restablecer la Constitución de 1812 y, en consecuencia, la Inquisición volvió a ser suprimida.


    Resulta pertinente hacer dos aclaraciones al lector acerca de los alcances y límites de nuestro estudio. En primer lugar, es evidente que la mayor atención está puesta en el siglo XVIII y en los primeros años del siglo XIX. Esto se debe a las fuentes históricas disponibles. Mientras que abundan las referidas al accionar inquisitorial antes de 1808, son escasas las correspondientes al periodo que sigue. En segundo lugar, Lima constituye el espacio privilegiado para la labor del Tribunal, lo cual es comprensible, ya que en ella residía el mayor número de miembros del Santo Oficio, pero también porque allí existía una activa vida cultural articulada en torno a la universidad, los colegios mayores y las tertulias literarias. En consecuencia, la capital era el centro de un importante mercado libresco, que era abastecido tanto por un activo comercio de importación de libros como por la producción de las imprentas locales. Era, además, el punto de afluencia de las innovaciones literarias, teológicas y científicas. No extraña, pues, que escritores, poetas, teólogos, oficiales reales, abogados y clérigos acudieran a Lima atraídos por las posibilidades de lograr un puesto en la administración civil y eclesiástica, o un reconocimiento en la república de las letras. Lima, sin duda más que ninguna otra ciudad del virreinato, atraía el interés y preocupación de la Inquisición.


    Nuestro estudio se inscribe dentro de una línea de investigación que cuestiona la interpretación tradicional que consideraba al Santo Oficio como una institución en decadencia durante la segunda mitad del siglo XVIII. Lejos de mantenerse inactiva, la Inquisición supo adecuarse a los tiempos mediante su conversión en una suerte de «policía ideológica» del Antiguo Régimen (Pérez, 2002, p. 233). Por otro lado, Ricardo García Cárcel y Doris Moreno han destacado su «vocación de supervivencia» (2000, p. 82). A su vez, Francisco Bethencourt ha llamado la atención sobre la funcionalidad del Tribunal, esto es, su papel en la reproducción de las élites y en la organización del Estado en vísperas de su abolición (1997, pp. 504-505). Para el caso americano, Gabriel Torres Puga (2004 y 2010) ha reconstruido en detalle la actividad censoria del Tribunal de México durante la segunda mitad del siglo XVIII y ha mostrado su decidida participación en los sucesos políticos entre 1808 y 1820. Por su parte, Cristina Gómez Álvarez y Guillermo Tovar de Teresa (2009) han estudiado los textos impresos prohibidos por ese mismo tribunal entre 1790 y 1819.


    En este libro, se plantea el argumento de que, entre 1754 y 1820, la censura de libros fue la principal actividad del Tribunal, pero su funcionamiento, como en épocas anteriores, estuvo condicionado por la naturaleza de su propia organización. Dentro del sistema inquisitorial del imperio español, los tribunales americanos dependían administrativamente del Consejo de la Suprema. Este dictaba periódicamente normas, mediante las llamadas «cartas acordadas» (o acuerdos en Consejo), que debían ser acatadas por todos los tribunales bajo su autoridad. Las cartas acordadas podían tratar de temas tan diversos como salarios, nombramientos, rentas o sentencias. No pocas de ellas se ocupaban de las medidas que debían seguirse para poner freno o prevenir la difusión de los textos prohibidos. A pesar del carácter centralizado del sistema inquisitorial, no siempre fue posible cumplir con las órdenes del Consejo, debido a las limitaciones que imponían la geografía, los conflictos con otras instituciones, la escasez de recursos económicos y, sobre todo, la interrupción de las comunicaciones atlánticas.


    Mediante el estudio de la censura inquisitorial, este libro busca también contribuir a una historia de la lectura en la época tardía colonial. ¿Qué tipos de libros se leían? ¿Quiénes leían? ¿Cómo se leían estos libros? Aun cuando estamos lejos de poder responder a la pregunta sobre cuál era la composición del público lector, debido a la carencia de estudios similares a los realizados, por ejemplo, para Francia (Roche, 1987 y 2002) o de conocer de qué manera esos mismos lectores, siguiendo a Roger Chartier (1995), daban sentido a los textos, sí podemos decir algo acerca de los libros que se alineaban en los anaqueles de las bibliotecas. Junto a los textos de uso corriente en materias como derecho, teología, doctrina, literatura e historia, por citar solo algunas, los expedientes inquisitoriales revelan la presencia de una literatura prohibida, en particular francesa, que circulaba de unas manos a otras. Se trata de títulos que nunca aparecen en los inventarios de bienes post mortem, ya que sus propietarios, conscientes de que su posesión estaba sancionada, buscaban mantenerlos lejos de las miradas indiscretas.


    Asimismo, este estudio aspira a contribuir al mejor conocimiento de los canales de difusión de la literatura de la Ilustración. Autores como Voltaire, Montesquieu, Rousseau y otros eran conocidos entre los miembros de la élite colonial gracias al contrabando de libros. Sin embargo, como ha recordado John Lynch, en el contexto de las reformas borbónicas, poseer un libro no significaba necesariamente aceptar sus ideas. Los criollos daban la bienvenida a las ideas contemporáneas como instrumentos de reforma, no de destrucción (Lynch, 1976, pp. 39-39). La recepción de dichas ideas es un tema pendiente de estudio para el caso del virreinato peruano. De cualquier modo, los expedientes inquisitoriales muestran que los libros se leían de forma individual, pero dada su escasez y la curiosidad que generaban, la actividad también solía realizarse en pequeños grupos.


    A lo dicho hay que agregar que este libro permitirá también una reevaluación de un aspecto central de la historia institucional del Santo Oficio peruano: el ejercicio de la censura. Su importancia está corroborada por las numerosas referencias a ella en la correspondencia de los miembros del Tribunal. Aun cuando la Corona y la Iglesia —por medio de prelados, virreyes y jueces— practicaron la censura de libros, solo la Inquisición tuvo una organización diseñada para tal fin.


    Las principales fuentes para la reconstrucción de la actividad censoria inquisitorial han sido los documentos generados por el Tribunal de Lima. Su consulta no ha sido fácil, ya que se hallan dispersos en cuatro repositorios documentales: el Archivo General de la Nación y la Biblioteca Nacional del Perú, en Lima; el Archivo Histórico Nacional, en Madrid; y el Archivo Nacional de Chile, en Santiago de Chile.


    Esta dispersión es el resultado de los avatares que ha sufrido la documentación sobre el Santo Oficio. Luego de la supresión del Tribunal por las Cortes de Cádiz, en 1813, el local fue saqueado y numerosos expedientes pasaron a manos de particulares. Muchos de ellos fueron recuperados, pero no todos. En las primeras décadas de nuestra vida independiente, los papeles fueron depositados en el convento de San Agustín, donde permanecieron por años expuestos al deterioro por acción de la humedad y los insectos. El establecimiento del Archivo Nacional en la década de 1870 permitió salvarlos de su destrucción. Durante la ocupación de Lima por el ejército chileno, entre 1881 y 1883, el Archivo Nacional fue saqueado y una considerable cantidad de documentos —reunidos en algo más de medio millar de volúmenes— emigraron al país del sur, donde pasaron a formar parte de los fondos del Archivo Nacional de Chile. Los que quedaron en Lima no tuvieron mejor suerte: Ricardo Palma, encargado por el gobierno del general Miguel Iglesias de la reconstrucción de la Biblioteca Nacional, extrajo del Archivo Nacional numerosos expedientes —entre ellos, no pocos de la Inquisición—, con los cuales conformó la colección de «Papeles Varios» de dicha Biblioteca. La mayor parte de dicha colección desapareció durante el incendio de 1943 (Guibovich Pérez, 2009, pp. 83-107). Para suerte de los investigadores, la Inquisición de Lima enviaba periódicamente informes de sus actuaciones en materia procesal, administrativa y económica a sus superiores en el Consejo de la Suprema, en Madrid. Todos ellos pueden ser consultados en el Archivo Histórico Nacional, en esa ciudad. Esto hace de este archivo el principal repositorio para el estudio del Santo Oficio peruano (Guibovich Pérez, 1998).


    Este libro consta de diez capítulos y un apéndice. El capítulo primero discute la interpretación tradicional acerca de la situación de decadencia de la Inquisición y propone, en su lugar, verla como una institución que había evolucionado adaptándose a los tiempos cambiantes. El segundo capítulo trata de las vías por medio de las cuales los lectores de la sociedad colonial accedían a los libros, prohibidos o no, de su interés. Por su parte, las maneras como la Inquisición enfrentó la introducción de la literatura prohibida es materia del tercer capítulo. A pesar de los controles en Cádiz, el principal puerto de embarque español para el Nuevo Mundo, los libros pasaron y llegaron a manos de sus ávidos lectores, quienes no solo se contentaron con colocarlos en los estantes de las bibliotecas, institucionales y privadas, sino que, además, los prestaron, cosa que fue motivo de alerta para los inquisidores, como se verá en el capítulo cuarto. Desde el siglo XVI, la Inquisición había moderado la rigidez de sus prohibiciones al conceder a determinadas personas licencias para leer libros prohibidos pero con ciertas restricciones. Los casos de tres notables infractores a dichas licencias —el mineralogista Tadeo von Nordenflicht, el abogado Manuel Lorenzo Vidaurre y el oficial real Ramón de Rozas— son estudiados en el quinto capítulo. Asimismo, para la identificación de las obras prohibidas o de aquellas que podían ser censuradas, los oficiales de la Inquisición se servían de catálogos y edictos; el análisis de estos repertorios bibliográficos es materia del sexto capítulo. Aun cuando la Inquisición tenía competencia para prohibir la impresión de una obra, no lo hizo; más bien, fue convocada por las autoridades locales y metropolitanas para la persecución de obras publicadas en el virreinato y Europa; todos ellos, temas tratados en los capítulos sétimo y octavo. El noveno capítulo se centra en los textos confiscados en las aduanas y en las bibliotecas, que eran depositados temporalmente en el local del Tribunal, para luego de un tiempo ser incinerados; por ello, una relación de tales obras, elaborada en 1813, es analizada en este acápite. En el capítulo décimo se expone la manera como la acción inquisitorial ha sido representada en el Perú por algunos escritores durante los siglos XIX y XX. Finalmente, en un apéndice se identifican los títulos de los libros hallados en 1813.

  


  
    ¿Decadencia o evolución?: El Santo Oficio peruano en el periodo tardío colonial


    Es un lugar común considerar a la Inquisición peruana como una institución en decadencia durante el siglo XVIII. Las evidencias más claras de tal situación habrían sido la conversión del Santo Oficio en un instrumento al servicio de la Corona como consecuencia del reforzamiento del regalismo borbónico; la progresiva reducción en el número de encausados y, por consiguiente, en la frecuencia de los autos públicos de fe; y la corrupción de los oficiales inquisitoriales (Escandell, 1984, pp. 1211-1222, 1339-1348; Millar Carvacho, 2004). Sin embargo, esta imagen de decadencia sancionada por la historiografía moderna parece no coincidir con lo que nos dicen las fuentes históricas. Ciertamente, cuando se revisan los documentos emanados del Tribunal a fines del siglo XVIII e inicios del XIX, se observa que la realidad era otra, muy diferente de la que tienen los historiadores de nuestros días. Más aún, los escritores del periodo tardío colonial veían al Santo Oficio como una institución influyente, por no decir poderosa, capaz de infundir respeto y temor. ¿Es posible conciliar interpretaciones tan opuestas? ¿Cuál de estas dos interpretaciones es la más cercana a la verdad histórica? En las páginas que siguen, pasaré revista al tópico de la decadencia del Santo Oficio y expondré las evidencias que considero permiten replantear lo que hasta la fecha se ha dicho sobre el Tribunal en el periodo tardío colonial. Antes, sin embargo, convendrá trazar brevemente la historia institucional.


    En 1569, se estableció, por medio de una real cédula, la Inquisición en el virreinato del Perú. Su implantación fue la respuesta de la Corona española al conflicto religioso existente en Europa y a la crisis ideológica y política latente en tierras peruanas. Durante la década de 1560, los enfrentamientos entre católicos y protestantes se habían agudizado en Europa. Por entonces, el protestantismo había logrado notables avances en Francia y Escocia, y había convertido la ciudad de Ginebra en un gigantesco taller de propaganda escrita. En tales circunstancias, las autoridades españolas no solo estaban preocupadas por la situación religiosa en el Viejo Continente, sino también por lo que podía suceder en América. La posibilidad de que las colonias americanas fueran invadidas por ideas protestantes era considerada una amenaza permanente (Contreras, 1984, pp. 703-709).


    De otro lado, la situación en el Perú no estaba totalmente bajo control. La década de 1560 —ha escrito Guillermo Lohmann— estuvo caracterizada por la existencia de corrientes de pensamiento crítico hacia el régimen colonial imperante en el virreinato. Aspectos tales como la injusticia, la economía, la administración, la condición del indio, la moral del clero o la evangelización de la sociedad fueron tratados por frailes, juristas y funcionarios. Durante dicha década, además, en el virreinato peruano existían problemas económicos y políticos pendientes de resolución: el descenso de la fuerza de trabajo indígena, la reducción de la producción minera y el tributo de los indios, el debilitamiento de la autoridad real, los abusos de las dignidades eclesiásticas, etcétera (Lohmann, 1966, pp. 767-886). La Corona no tardó en hacer frente a esta situación: en 1568, una junta encargó al recién nombrado virrey, Francisco de Toledo, la reforma del gobierno, la economía y la sociedad; y a los inquisidores, Servando de Cerezuela y Andrés de Bustamante, la defensa de la moral y la religión católicas (Ramos, 1986, pp. 1-61).


    Como su similar en la península, la Inquisición colonial debía proceder contra los judíos, los protestantes y los musulmanes, pero también debía actuar de acuerdo con las disposiciones del Concilio de Trento. Para oponer resistencia al proselitismo de las iglesias evangélicas, dicha asamblea comisionó a los obispos y a la Inquisición (o Santo Oficio), entre otras tareas, la de reevangelizar a la población y la de ejercer la censura. Como parte de su estrategia de instrucción, el Santo Oficio tenía que castigar la adivinación, el sortilegio y la blasfemia por considerarlos ofensas a Dios. También un elemento importante en el programa de la Iglesia tridentina fue la defensa de la práctica sacramental. Así, los inquisidores tenían que procesar a frailes y curas que «solicitaban» —es decir, seducían— a sus feligreses en el acto de la confesión. Además, la preservación de la fe demandaba controlar la literatura impresa y manuscrita. Para ello, la Inquisición estableció un complejo sistema de vigilancia cuyo fin era evitar la difusión de libros y escritos sospechosos de contener ideas contrarias a la fe católica. La Inquisición colonial tenía, pues, competencias bastante amplias y complejas en el ámbito de su jurisdicción, y, ciertamente, a lo largo de su historia, priorizó a unas sobre otras según las circunstancias.


    El territorio o «distrito» bajo la jurisdicción del Tribunal de Lima en la segunda mitad del siglo XVIII y las primeras décadas del siglo XIX era bastante extenso. Comprendía, por el norte, hasta Quito y, por el sur, hasta Chile y el Río de la Plata. El territorio de la Audiencia de Charcas (hoy Bolivia) también quedaba incluido. Para administrar su distrito, la Inquisición de Lima no contaba con un ejército o guardia armada, pero sí con un nutrido cuerpo de «ministros» u oficiales, unos remunerados y otros no. En 1775, la composición del Tribunal era como sigue: en la cúspide del primer grupo se situaban dos o tres inquisidores, quienes debían ser sacerdotes y graduados, preferentemente en leyes, pues tenían que actuar como jueces; luego seguían, en orden de importancia, el fiscal, quien indagaba y delimitaba las acusaciones; seis secretarios o notarios del secreto y de secuestros, hábiles en el manejo de la pluma; dos alguaciles mayores, encargados de los arrestos; el receptor o administrador de los bienes del Tribunal; el contador o auditor; los abogados del fisco y de los presos; el nuncio o mensajero; el portero; el alcaide de las cárceles; médicos; y cirujanos. También en Lima solían residir la mayoría de consultores y calificadores, los asesores en asuntos legales y doctrinales, y las llamadas «personas honestas», cuya tarea era asistir a la ratificación de los testigos, así como también un comisario y varios familiares. El comisario recibía y transmitía las denuncias, convocaba e interrogaba a los testigos y arrestaba a los culpables cuando recibía un mandato de los inquisidores. Era asistido por los familiares en lo que se refiere al arresto y custodia de los prisioneros. No conformaban una tropa de soplones, como se suele creer, pero sí un grupo numeroso, en particular en la capital. De acuerdo con la misma relación, en las ciudades y villas del extenso distrito inquisitorial residían otros comisarios. El ideal era que contaran con alguaciles y familiares que los asistieran, pero la realidad era otra. Solo en Arequipa y Tucumán, el comisario contaba con familiares1.


    La concentración de ministros en la capital obedecía a que Lima era la sede del poder político, civil y religioso, y también del Tribunal. El carácter urbano de la administración inquisitorial tuvo dos notorias consecuencias: de un lado, Lima fue el escenario de la mayor actividad procesal; de otro, en las otras poblaciones y zonas rurales, el Santo Oficio era poco conocido.


    La labor de los miembros del Tribunal se regía por un complejo cuerpo de disposiciones legales, algunas de origen medieval y otras dictadas por el Consejo de la Suprema y General Inquisición (conocida como la Suprema), que residía en Madrid y era la entidad máxima reguladora y normativa de los numerosos tribunales que integraban el sistema inquisitorial español. El Tribunal de Lima era parte de ese sistema y, como tal, debía adecuar su actuación, al menos en teoría, a las cartas acordadas (o acuerdos), proveídas por el Consejo. Este era el panorama institucional que ofrecía la Inquisición de Lima avanzado el siglo XVIII. Volvamos, sin embargo, a la cuestión inicial: ¿se trataba acaso de una institución en decadencia? Para resolver esta pregunta, conviene atender al origen de dicha interpretación: la historiografía española.


    Durante años, cierta historiografía tradicionalista peninsular, ha escrito Teófanes Egido, gustó de calificar como de «siglo maldito» a la centuria decimoctava (1984, p. 1204). Los historiadores peruanos más conservadores hicieron eco de esta interpretación. Basta revisar, al respecto, las obras de autores como Rubén Vargas Ugarte (1971, pp. 205-209) y José de la Riva-Agüero (1962, pp. 277-278). Con la renovación de los estudios acerca del siglo XVIII español a partir de la década de 1950, esta imagen fue superada para la mayoría de los aspectos sociales, políticos, económicos e institucionales del siglo XVIII, salvo para la Inquisición. La imagen negativa del Santo Oficio es una tesis adquirida, a la que la mayor parte de la historiografía inquisitorial —peninsular y americana— permanece todavía sorda. Esta lectura resulta comprensible entre los autores del siglo XIX, pero inexplicable para los estudios más modernos, obstinados en perpetuar la idea de una institución activa hasta 1700, decadente o moribunda, salvo algún momento, desde que el trono fue ocupado por Felipe V (Egido, 1984, p. 1204).


    Algunos historiadores han visto en la aplicación del regalismo borbónico una de las causas de la decadencia del Tribunal. Ciertamente, desde la década de 1710, miembros de la nueva administración borbónica pusieron en entredicho al «Argos de la Fe». Uno de ellos, Melchor de Macanaz, fiscal general de la monarquía, propuso convertir el Tribunal en puramente eclesiástico, con jurisdicción exclusivamente espiritual y competencia reducida a causas de fe y religión. Aun cuando la propuesta de Macanaz fracasó, la voluntad reformadora subsistió en la segunda mitad del siglo. Durante el reinado de Carlos III se destituyó a un inquisidor general; se exigió a la Inquisición que escuchara a los autores católicos antes de prohibir sus obras; que no impidiera la circulación de los libros antes de su calificación; y se dispuso que la bigamia no fuera más sancionada por el Santo Oficio, sino por los tribunales reales. Estos hechos han llevado a sostener que el poder y la autoridad de la Inquisición en la era borbónica eran menores en comparación de lo que habían sido durante el gobierno de los Austrias. En este punto, conviene revisar brevemente cada uno de estos hechos.


    La reforma propuesta por Melchor de Macanaz, fiscal general de la monarquía, se inscribe dentro de un plan mayor: la subordinación de los aristocráticos consejos a la voluntad real. Fue una ocasión de modernización de la administración, de tránsito de los consejos hacia el sistema de ministerios, pero también fue el momento para la depuración de los viejos organismos a favor de nuevos elementos poco relacionados con la aristocracia de los años finales del reinado de Carlos II. El proyecto de Macanaz, fechado en 1714, ataca la desmedida autonomía de la Inquisición materializada en sus cada vez más ampliadas inmunidades, en el arma de sus censuras generosamente esgrimida por motivos puramente temporales, en la crueldad de sus cárceles, en la muerte social de sus procesados, en la habilidad de convertir cuanto a ella se refiere en crimen de religión y en la autoridad temporal que ejerce. Macanaz trató de convertir a la Inquisición en un tribunal puramente eclesiástico, con jurisdicción exclusivamente espiritual y competencia reducida a las causas de fe y religión. Más aún, contemplaba la conversión del Consejo de la Suprema en una secretaría con un secretario de despacho o potenciar la figura de este último en detrimento del Consejo, condenado —como el resto de consejos— a la inoperancia.


    Otro aspecto contemplado en el proyecto de Macanaz tiene que ver con la censura, pues propuso poner fin al sistema dual, regio e inquisitorial, de represión. Macanaz era partidario de la recuperación, por parte de la Corona, de la delegación censoria que gozaba el Santo Oficio, incluso en materias y causas que esta pudiera considerar como de fe, por medio del nombramiento real de calificadores, por la sustracción de la iniciativa y por la decisión final del rey en todo lo que se refiere a prohibir impresos o manuscritos de cualquier tipo. Más aún, el proyecto de Macanaz insinúa el derecho del autor a la autodefensa, propuesta que será materializada años más tarde (Egido, 1984, pp. 1232-1244). Es conocido que dicho proyecto se quedó en esa instancia debido a que fue abandonado una vez que el fiscal perdió el favor real debido a las intrigas en la corte.


    El sucesor de Felipe V, Fernando VI, mantuvo buenas relaciones con el Santo Oficio, aun cuando causó escándalo el hecho de que se incluyeran las obras del cardenal Enrico Noris en el Índice de libros prohibidos, sin más motivo que defender las teorías agustinianas sobre la gracia contra las enseñanzas de los jesuitas. Aunque el papa Benedicto XIV manifestó su malestar por esta medida, la Inquisición española, bajo la influencia de la Compañía de Jesús, mantuvo la prohibición (Domínguez Ortiz, 1989, p. 156).


    Las relaciones entre Carlos III y la Inquisición española estuvieron marcadas por la idea que tenía el monarca de su autoridad y la poca simpatía que le inspiraba la Compañía de Jesús, la cual, hasta su expulsión, mantuvo una enorme influencia en el Tribunal y orientó no pocas de sus decisiones. Lo sucedido a raíz de la prohibición de la Exposición de la doctrina cristiana, del teólogo francés Mesenghi, puso de manifiesto la voluntad de afirmar el regalismo borbónico. La historia de la prohibición es conocida. El inquisidor general Manuel Quintano Bonifaz declaró vigente en España la prohibición del libro, pero el rey, aconsejado por el ministro Ricardo Wall, le hizo saber que un edicto procedente de Roma no tenía validez en España sin su previa aprobación. Protestó el inquisidor general, por ser contra el honor del Tribunal revocar un edicto publicado, y el rey le ordenó salir de Madrid. En adelante, los reyes no volvieron a tener conflictos con ningún inquisidor general, porque cuidaron de nombrarlos entre los eclesiásticos afectos a las ideas de la Ilustración e incondicionales a la autoridad real (Domínguez Ortiz, 1989, p. 156).


    Lo sucedido con el texto de Mesenghi fue el punto de partida para la implementación de reformas de la Inquisición, aunque, como bien observa Domínguez Ortiz, estas solo fueron parciales. Un primer aspecto fue el de la censura de libros. Por la real cédula del 16 de junio de 1768, se ordenó que ninguna obra de autor católico y conocido se prohibiese sin primero darle cuenta y escuchar sus razones. En adelante, las prohibiciones solo se justificarían en la necesidad de «desarraigar los errores y supersticiones contrarios al dogma y la moral cristiana». Dicho esto, no se admitirían censuras procedentes de Roma sin previa autorización real. En opinión de Domínguez Ortiz, esta real cédula era, a la vez, una defensa de los derechos del escritor y una reafirmación de la regalía, es decir, de la autoridad suprema del rey en esta materia (1989, p. 157).


    Dentro de la misma política reformista, se inscribe lo prescrito en relación con los procesos de bigamia. El bígamo no negaba ningún misterio de la fe; cometía un pecado y, además, un delito de carácter civil. Y, como tal, fue reivindicado por los tribunales civiles por la real cédula del 5 de febrero de 1770, en la que, además, se ordenaba a los inquisidores que «se mantengan en el uso de sus facultades para entender solo en los delitos de la herejía y apostasía, sin infamar con prisiones a mis vasallos no estando manifiestamente probado» (Domínguez Ortiz, 1989, p. 157). Queda claro que estas medidas tuvieron el fin de afirmar el regalismo borbónico. Sin embargo, ¿produjeron la decadencia de la Inquisición? ¿Acaso las reformas eclesiásticas —como fue la reducción del derecho de asilo en los templos— causaron la decadencia de la Iglesia? Hasta donde sabemos, las relaciones entre los virreyes ––con excepción del virrey Abascal— y los inquisidores en el Perú discurrieron normalmente durante la segunda mitad del siglo XVIII e inicios del XIX. Atrás quedaron los conflictos de competencia que habían caracterizado los gobiernos de los virreyes Castelfuerte, Villagarcía y Superunda en la primera mitad del siglo XVIII. Entre los poderes inquisitorial y virreinal, primó el compromiso y la colaboración. Los propios virreyes expresaron el importante rol del Tribunal en el mantenimiento de la fe y el orden político, como se verá más adelante.


    En la época de Carlos IV (1788-1808), la actitud del gobierno peninsular hacia el Santo Oficio fue variable. Pero sin duda la Revolución francesa y la guerra contra la Francia revolucionaria dieron a la Inquisición nuevos bríos, aunque no necesariamente un grado elevado de autonomía; por el contrario, después de la paz con Francia, la administración presidida por Manuel Godoy intentará reducir su actividad y subordinarla a la política del Estado (Torres Puga, 2004, p. 24).


    En dicho contexto, la mayoría de los hombres de Estado comprendieron la importancia de impedir la circulación en España de los textos revolucionarios si se quería preservar la fidelidad de los vasallos a la Corona. Así, aunque el Conde de Aranda, que encabezaba el movimiento ilustrado, reemplazó al Conde de Floridablanca en 1792, los controles continuaron e incluso se incrementaron después de la ejecución de Luis XVI. Entonces, Aranda impulsó una reforma del Tribunal, con la ayuda del nuevo inquisidor general, Manuel de Abad y Lasierra. Abad, simpatizante del regalismo, redactó junto a Juan Antonio Llorente, secretario del Tribunal de Corte, un proyecto para transferir la censura de libros del Consejo de la Suprema a la exclusiva revisión de una junta especial de censura, dependiente de la Corona y presidida por el inquisidor general (Torres Puga, 2004, p. 25).


    Pero una vez más, los acontecimientos europeos obligaron a un giro en la política estatal. Ante la inminencia de una guerra con Francia, Manuel Godoy desplazó a Aranda, lo que llevó a la suspensión del proyecto de reforma. El nuevo inquisidor, Francisco de Lorenzana, colaboró en la campaña contra la Convención Francesa (1793-1795); y en un contexto de reafirmación de los valores hispánicos, la Inquisición supo sacar partido de ello. La paz durante el gobierno moderado del Directorio (1795-1799) y la salida de Godoy del gobierno en 1797 hicieron posible que las ideas ilustradas volvieran a ejercer influencia en las altas esferas de la política española. El político y escritor Melchor Gaspar de Jovellanos, defensor del regalismo, fue nombrado ministro de Gracia y Justicia, y trató de reducir la censura inquisitorial, que debido a los acontecimientos internacionales antes mencionados se había reactivado notablemente. Jovellanos era de la idea de secularizar la censura, abolir los fueros de los oficiales y ministros del Tribunal, transformar los métodos de averiguación y reducir la acción inquisitorial a las causas de proposiciones y de libros. Estimaba que el Tribunal entorpecía la acción de la Corona y no cumplía de modo eficiente su labor, pues prohibía lo que no debía y dejaba circular las obras antimonárquicas e irreligiosas por la inoperancia de sus agentes (Torres Puga, 2004, pp. 25-26).


    La reforma no prosperó porque al regresar Godoy al poder en 1801, Jovellanos fue destituido. El inquisidor general, José Ramón de Arce, allegado de Godoy, inició un proceso contra el ministro caído. Ahora Francia era aliada de España, en consecuencia, el Tribunal tuvo que revertir su política antifrancesa. Por tanto, Godoy trató de controlar el Consejo a través del inquisidor hasta mantenerlo inoperante. A pesar de los cambios en las altas esferas del poder, los tribunales de distrito siguieron operando sin mayores dificultades hasta 1808 (Torres Puga, 2004, pp. 26-27).


    Tampoco faltarán los que digan que la evidencia más notoria de la decadencia del Santo Oficio fue la reducción del número de procesados y, por consiguiente, de los autos de fe. Estos son hechos documentados, tanto en los tribunales peninsulares como americanos. Convendría preguntarse si la reducción de la actividad inquisitorial obedeció más a la evolución de la institución que a su supuesta decadencia. Toda institución cambia en el transcurso del tiempo, y la Inquisición no fue la excepción. El contexto en el cual le tocó actuar en el siglo XVIII, en particular en su segunda mitad, como la propia composición de los inquisidores, no era la misma que la de los siglos anteriores. Más aún, las ideas del siglo parecen haber afectado el accionar inquisitorial. Para el historiador del Tribunal, y también miembro de este, Juan Antonio Llorente, durante la época de Carlos III, gracias a los nuevos inquisidores generales, «dotados de corazón humano, compasivo y benéfico», disminuyeron los autos de fe públicos, de modo que si comparamos el reinado de Carlos III con el de su padre Felipe V, parecen haber pasado siglos enteros. Prosigue Llorente:


    El progreso de las luces fue rapidísimo en esta parte, y los inquisidores mismos de provincia (sin haberse mudado las leyes del Santo Oficio) adoptaron, aun para prender, algunos principios de moderación desconocidos en tiempos de los reyes austríacos. Se verificaron de cuando en cuando algunas tropelías con motivo ligero, pero he visto procesos mandados suspender con pruebas muy superiores a las que se reputaban suficientes para relajar en el reinado de Felipe II (Egido, 1984, p. 1209).


    Este ánimo más comprensivo era manifiesto en algunos de los inquisidores enviados a América. Cristóbal Sánchez Calderón, el inquisidor decano en el Tribunal de Lima, fue acusado de poseer libros prohibidos, a lo que respondió: «que yo sepa tanto de sus maldades nunca fue reprehensible la ciencia de lo malo, sino su uso»2.


    La percepción de que la Inquisición de la época de Carlos IV era otra quedó en evidencia en los debates en las Cortes de Cádiz. Antonio Campany, diputado liberal de Cataluña en las Cortes, llegó a describir al Santo Oficio como excesivamente «complaciente y mundano», mientras que Agustín de Argüelles, miembro de la comisión parlamentaria que votó la abolición, se refería a los últimos inquisidores generales como «benéficos, ilustrados y justos» (Haliczer, 1984, p. 514)3. Por otras fuentes, sabemos que el inquisidor general Abad y Lasierra simpatizaba con los ideales ilustrados (Egido, 1984, p. 1209). Queda pendiente un estudio de los inquisidores destacados a América.


    Sin embargo, respecto al punto de la reducción de los autos de fe públicos, Joseph Pérez, en un estudio reciente, ha escrito que es preciso abandonar la idea de que, en el siglo XVIII, la Inquisición perdió su antigua vigencia y se transformó en una institución decadente. La historia del tribunal de Valladolid es un claro ejemplo de dicho proceso. La ausencia de grandes autos de fe corresponde a una evolución del Santo Oficio. En efecto, la Inquisición es una «policía ideológica». Si se tiene esa impresión, escribe Pérez, es porque el Tribunal renuncia a celebrar autos públicos con gran asistencia de público y ya no procede con la parafernalia de otras épocas. De hecho, en el siglo XVIII, se prefieren los autos particulares, más discretos. Por añadidura, en cuanto a la actividad procesal, después de más de dos siglos de lucha contra todas las formas de herejía, poco quedaba para reprimir. La pureza de la fe ya no constituía la principal actividad de los inquisidores, «cuando quieren justificar su existencia, aparte de la labor rutinaria de castigar beatas, brujas y solicitantes, tienen que acudir a reprimir la libertad de pensamiento, la incredulidad, la aspiración al progreso característica del Siglo de la luces» (Pérez, 2002, pp. 233-252). Algo similar sucedió en el accionar del Tribunal limeño. A lo largo del siglo XVIII, en Lima, solo se celebraron doce autos de fe, uno público y once particulares, y los lectores de libros prohibidos pasaron a convertirse en sus víctimas preferidas.


    Por añadidura, en tiempos más recientes se ha argumentado que la evidencia más notoria de la decadencia fue la corrupción de los oficiales inquisitoriales. Para un autor como René Millar Carvacho, la causa de fe contra Mariana de Castro por judaizante y la visita al Tribunal que, por orden del Consejo de la Suprema, practicó Antonio de Castro y Arenaza entre 1744 y 1750 son muestra de ello. La imagen del accionar inquisitorial que se desprende tanto de la lectura del proceso de Mariana de Castro como del expediente de la visita no es halagadora (Millar Corbacho, 2004). Sin embargo, aquí surge la inevitable pregunta: ¿hasta qué punto pueden ser interpretados tales hechos como evidencias de una decadencia institucional? El prevaricato no era algo nuevo en el Tribunal. Vidal Abril Castelló lo comprobó al estudiar el proceso seguido a fray Francisco de la Cruz en la década de 1570 (1988, pp. 9-87). De otro lado, difícilmente el visitador podía dar una imagen del Tribunal que no fuera negativa, dado que su misión era fiscalizadora. Los expedientes de la visita ofrecen, por lo general, solo una parte de la verdad: la del propio visitador. Por ello, requieren ser confrontados con otras fuentes documentales.


    Igual de negativa es la imagen que ofrece el visitador Castro y Arenaza de la situación económica del Tribunal limeño. Sin embargo, sabemos, gracias a los estudios del propio Millar Carvacho, que la situación era otra. A lo largo del siglo XVIII e inicios del XIX, las cuentas de receptoría muestran que el Santo Oficio tuvo un considerable superávit, luego de descontados los gastos internos (entre los que se incluían los sueldos de los oficiales) y las consignaciones o envíos al Consejo de la Suprema en Madrid. De modo similar a otras instituciones coloniales, el Tribunal de la fe solía invertir su superávit en censos. La bonanza inquisitorial, por llamarla de alguna manera, fue cortada por el movimiento de juntas a partir de 1810, que afectó los ingresos procedentes de las canonjías. Con todo, en 1813, según el inventario practicado luego de la supresión del Tribunal por las Cortes de Cádiz, aún quedaba en la receptoría poco más de 17 000 pesos (Millar Carvacho, 1998, pp. 246-247).


    La rentabilidad del Tribunal en las últimas décadas del siglo XVIII puede atribuirse, en parte, a una mejor organización administrativa. Las cuentas de los receptores muestran los esfuerzos por mantener ordenada la documentación existente en los archivos. Dentro del espíritu ilustrado que animaba a otras instituciones de la era borbónica, la Inquisición parece haber buscado también una mayor eficiencia. Las cuentas informan, asimismo, del intenso uso de la imprenta por la administración inquisitorial. Periódicamente, se contrataban los servicios de los talleres limeños para la reproducción de edictos, formularios, cédulas y otros documentos, como también de impresos de mediana extensión esenciales para el cotidiano funcionamiento del aparato inquisitorial. Uno de ellos fue la Instrucción y orden que comúnmente han de guardar los comisarios y notarios del Santo Oficio de la Inquisición del Perú, compuesto por Miguel Román de Aulestia, que se reimprimió tres veces entre 1750 y 1818 (Vargas Ugarte, 1956b, p. 329; 1957b, p. 7), muestra de la demanda del texto entre los miembros del Tribunal.


    Las últimas décadas de existencia del Tribunal estuvieron marcadas por una auténtica avalancha de solicitudes de aspirantes criollos y peninsulares pretendientes a los cargos de calificadores, receptores, secretarios, notarios, inquisidores, contadores, etcétera. Unos pretendían ocupar una plaza de titular, mientras que otros, una de suplente; es decir, asegurarse un futuro nombramiento. Estos expedientes, conservados en el Archivo Histórico Nacional, en Madrid, revelan que, no obstante las críticas de que podía ser objeto el Tribunal, este era aún estimado y considerado como un medio para lograr reconocimiento social, como lo había sido siempre desde su fundación en el virreinato peruano en 1570.


    En suma, la Inquisición estaba lejos de ser una institución en decadencia en las últimas décadas del siglo XVIII y años iniciales del XIX. Inclusive, el Tribunal se orientará, desde mediados del siglo XVIII, hacia la terreno del consumo de la cultura (los libros prohibidos) (García Cárcel & Moreno Martínez, 2000, p. 88). Sin embargo, una interpretación muy común sostiene que el Santo Oficio fue poco efectivo en detener la circulación de libros prohibidos. Stephen Haliczer atribuye a la «postura liberal» (o, más bien, ilustrada, en mi opinión) el hecho de que individuos o corporaciones enteras obtuvieron con facilidad licencias para leer libros prohibidos. Desde su perspectiva, el fracaso de la Inquisición en impedir la difusión de las ideas de la Ilustración en España pudo deberse más a sus propias divisiones internas que a su decadencia o a la ineficacia de sus redes de control (Haliczer, 1984, pp. 514-515). Se trata de una tesis sugerente y original, digna de ser tomada en cuenta y estudiada con más atención. No obstante, pregunto una vez más: ¿qué sistema de censura en alguna de las sociedades del Antiguo Régimen fue efectivo? Si no lo fueron en el siglo XX con todo el sustento tecnológico con el que contaban, menos en los siglos anteriores. Siguiendo las recomendaciones de Lucien Febvre, no debemos erigirnos en los jueces suplentes del valle de Josafat. Nuestra tarea como historiadores es entender y no juzgar. La cuestión no está en preguntarse por la eficiencia del sistema, sino en tratar de explicar cómo funcionó. La censura inquisitorial funcionó, pero ante estímulos. En otra parte, he explicado que la Inquisición, como otros sistemas censorios en las sociedades del Antiguo Régimen, fue más reactiva que proactiva, es decir, que reaccionaba ante determinadas situaciones interpretadas como de peligro (Guibovich Pérez, 2003a). Y, en el caso de la Inquisición del imperio español, sus dos principales estímulos para la acción fueron las ideas provenientes de la Ilustración y de la Revolución francesa durante el siglo XVIII.


    En el transcurso de la primera mitad del siglo XVIII, la preocupación del Santo Oficio se orientó hacia el jansenismo y las doctrinas teológicas afines. Esto no debe extrañar, dado que los jesuitas dominaban la Inquisición. Sin embargo, a partir de mediados de siglo, el celoso Tribunal empezó a perseguir a los ilustrados, a aquellos defensores de la crítica y la razón. Alrededor de 1750, ha escrito Antonio Mestre, los «filósofos franceses» tomaron una postura anticristiana particularmente crítica, en gran parte anticlerical y, en algunos casos, antirreligiosa. Aquí cito algunos datos. En 1746, Diderot publicó sus Pensamientos filosóficos. Al año siguiente, aparecieron impresos el tratado de Burlamaqui sobre el derecho natural y la segunda edición de las Cartas filosóficas, de Voltaire. En 1748, se imprimieron El espíritu de las leyes, de Montesquieu, y Les bijoux indiscrets, de Diderot; y, en 1751, el Siglo de Luis XIV, de Voltaire; la Enciclopedie; y las Obras filosóficas, de La Mettrie. En 1753, D’Alambert publicaba, en Berlín, sus Mélanges de literatura, historia y filosofía. Al año siguiente, Voltaire hacía lo propio con su Ensayo sobre la historia y, en 1775, se imprimió su Discurso sobre el origen y los fundamentos de la desigualdad entre los hombres (Mestre, 1984, p. 1251).


    En un periodo de poco más de veinte años aparecieron las obras más representativas de la Ilustración francesa con una capacidad de difusión insospechada. No debe sorprender que el Santo Oficio, que parecía ignorar el peligro de los filósofos, despertara bruscamente. En 1756, se produce la primera gran condenación: Montesquieu, Voltaire, Rousseau, el Marqués d’Argens y Burlamaqui, entre otros. Frente a estos autores tiene escasa relevancia la condena de otros textos jansenistas o de historia (Mestre, 1984, p. 1251).


    A esta primera coyuntura siguió una segunda que también puso en alerta a los censores del Santo Oficio: la Revolución francesa. El edicto del 13 de diciembre de 1789 prohibió 39 títulos relacionados con la Revolución. Los inquisidores ordenaban, como solían hacerlo, bajo pena de excomunión, que «ninguna persona pueda vender, retener, imprimir o leer los citados libros, tratados y papeles, impresos o manuscritos», con la obligación de entregarlos o delatar a las personas que los tuvieran. Las razones para tal prohibición son bastante ilustrativas del ánimo de los censores. Se dice que, en tales textos, «hemos hallado […] además de estar escritos con un espíritu de puro naturalismo, anticristiano y maliciosamente oscuro y capcioso, manifiestan ser producciones de una nueva raza de filósofos, hombres de espíritu corrompido según la frase del mismo Apóstol». Y agregan «los cuales bajo el especioso título de defensores de la libertad, maquinan realmente contra ella, destruyendo de esta suerte el orden político y social, y de aquí la jerarquía de la religión cristiana, exhortando con este lenguaje de seducción sacudir el yugo de la subordinación y sujeción a las legítimas potestades tan recomendadas por Jesucristo en su Evangelio» (Mestre, 1984, p. 1264).


    Durante el siglo XVIII, la organización del sistema de censura no se modificó sustancialmente en relación con la existente en los siglos anteriores. Subsistieron sus tres elementos constitutivos: las prácticas de control (visitas a navíos, inspecciones de bibliotecas y librerías), los agentes de control (calificadores, comisarios) y las herramientas (índices y edictos de libros prohibidos). Los resultados de la acción inquisitorial se expresaron en gran cantidad de libros confiscados, pero no todos lo fueron, ni tampoco podían serlo dadas las características de funcionamiento de la organización inquisitorial. Además, el Tribunal, a diferencia de épocas anteriores, orientó su atención hacia los lectores de libros prohibidos. Entre finales del siglo XVIII e inicios del siglo XIX, hubo todo un grupo de miembros de la élite que estuvo bajo la atenta mirada de la Inquisición: Diego Cisneros, Manuel Lorenzo Vidaurre, Enrique Paillardelle, Félix Devoti, Gabriel Moreno, Francisco Javier Mariátegui, Toribio Rodríguez de Mendoza, José Joaquín Larriva y José Joaquín Olmedo. La mayoría ocuparía importantes cargos públicos en la etapa temprana de la República.


    Mientras existió el Tribunal, sin embargo, imperó el silencio entre ellos, lo que muestra el poder que este aún detentaba. El propio Diego Cisneros escribió una extensa carta-memorial dirigida al inquisidor general en la que criticaba el Índice general de 1790. Tan solo después de la extinción de la Inquisición se hizo pública dicha carta. Insisto, una vez acabada la censura, se desataron las críticas y algunas de sus víctimas, como era previsible, se volvieron sus principales detractores. Tal fue el caso del impresor Guillermo del Río, quien fue denunciado por leer libros prohibidos. Una vez decretada la libertad de imprenta, desde las páginas de El Investigador, Del Río informó a los lectores de la capital peruana acerca de los debates de Cádiz en torno a la abolición del Tribunal, y fue precisamente en las páginas de su periódico donde se publicó la carta de fray Diego Cisneros antes mencionada (Medina, 1956, pp. 460-489). De otro lado, tenemos el caso del clérigo Francisco Javier de Luna Pizarro. Poco afecto al Tribunal, en una carta de setiembre de 1813 a Felipe Antonio de la Torre y Campos, le expresaba, con cierta satisfacción, el saqueo y dispersión del archivo de la Inquisición. Era de la opinión de que se quemaran las causas de fe por «inútiles» y «perjudiciales» a la sociedad (Luna Pizarro, 2006, pp. 72-73). Dos años después de restablecido el Tribunal, en 1816, Luna Pizarro solicitará del Consejo una licencia para leer libros prohibidos. Sin embargo, esta le será denegada, porque, aducían los inquisidores de Lima, el peticionario no era uno de esos sujetos «timoratos y sabios que usaron de las noticias que adquirieron en las obras prohibidas para el solo bien de la yglesia». Añadían que la experiencia les había demostrado que «los sujetos que carecen de semejantes qualidades en estos países, abusan de la referida gracia, pues hemos visto a uno de ellos denunciados, a otros entre los primeros insurgentes»4.


    En estas páginas he querido replantear un tópico ampliamente aceptado: el de la decadencia de la Inquisición peruana en el contexto colonial tardío. Hemos visto que hay que relativizar evidencias tales como la conversión del Santo Oficio en un instrumento al servicio de la Corona como consecuencia del reforzamiento del regalismo borbónico; la progresiva reducción en el número de encausados y, por consiguiente, en la frecuencia de los autos públicos de fe; y la corrupción de los oficiales inquisitoriales. La realidad del Tribunal a fines del periodo colonial era otra. No se trataba de una institución anclada en los siglos XVI y XVII. Su accionar y sus estrategias habían evolucionado, influenciados por el espíritu del siglo de las luces, y, desde esa perspectiva, hay que entenderlo. En dicho contexto, los libros prohibidos y sus lectores fueron sus principales preocupaciones. En una coyuntura de un notable desarrollo de la industria editorial y de renovación intelectual, no extraña que la Inquisición entrara en conflicto con las élites cultivadas del virreinato, las mismas que serían las élites políticas de la República y, como tales, las llamadas a ser las autoras de uno de los tópicos más celebrados de la retórica patriota: el del atraso cultural del mundo colonial en comparación con Europa por causa del Santo Oficio.


    
      
        1 Carta de los inquisidores de Lima al Consejo. Lima, 24 de noviembre de 1775. Archivo Histórico Nacional (en adelante AHN). Inquisición. Leg. 2216, No. 8.

      


      
        2 Documentos de la visita de Pedro Antonio de Arenaza y Gárate. AHN. Inquisición. Leg. 1642, exp. 7.

      


      
        3 Acerca de los inquisidores de principios del siglo XIX, véase Julio Caro Baroja (1983, pp. 50-59).

      


      
        4 Carta de los inquisidores de Lima al Consejo. Lima, 12 de febrero de 1817. AHN. Inquisición. Leg. 1655, c. 3.

      

    

  


  
    El comercio de libros


    En 1790, el mineralogista alemán Tadeo Haenke visitó Lima. Como testimonio de su paso por la ciudad, dejó unas notas en las que, además de describir sus edificios e instituciones, incluyó unas observaciones acerca del estado de la producción cultural en la capital del virreinato. Sostuvo que si de lo que se trataba era de juzgar los progresos de las ciencias por el número y el mérito de las obras que se publicaban en Lima, los adelantos que se hacían eran muy pocos. Lima produjo, anotó, un siglo después de su conquista, numerosos hombres de letras que escribieron en su patria y fuera de ella. Este amor a las ciencias se debió al interés que tuvieron «en adornar aquel país los primeros conquistadores y sus inmediatos sucesores». Sin embargo, a fines del siglo XVII e inicios del XVIII, la decadencia de la metrópoli arrastró a América en una languidez, «de que solo ha despertado en otros ramos por las incesantes providencias de la corte». Haenke atribuía el origen del problema a la instrucción de los niños por preceptores poco capaces (1901, p. 41).


    El severo juicio de Haenke no carecía de cierto fundamento. No cabe duda de que la producción intelectual de fines del siglo XVIII distaba de ser tan numerosa y significativa, como lo había sido en los siglos anteriores. En la Lima de finales de la segunda mitad del siglo XVIII e inicios del siglo XIX no se publica ninguna obra de gran aliento. Sermones, cartillas, novenas, relaciones de fiestas y multitud de hojas volantes —que eran las que garantizaban la supervivencia de las imprentas— dominan la producción tipográfica local. Las prensas locales publican textos de interés local, su ámbito de distribución es bastante limitado y sus lectores son, en esencia, los propios miembros de la sociedad colonial. En consecuencia, la obra de los hombres de letras o de ciencias difícilmente era conocida más allá de los límites del virreinato peruano. Seguramente, debido a la brevedad de su estancia en la ciudad capital, Haenke no pudo advertir algo que hubiese requerido una mirada más detenida: la riqueza de las colecciones bibliográficas en manos de particulares e instituciones religiosas. Algunas de esas colecciones eran legado del pasado, pero otras eran realizaciones contemporáneas. En conjunto, testimonian la curiosidad por el conocimiento de los pobladores de la capital del virreinato y el rol de Lima como un importante centro consumidor de libros a fines del siglo XVIII. Sin embargo, ¿cómo se informaban los lectores de las novedades bibliográficas aparecidas en el virreinato y fuera de este? ¿Cuáles eran los medios que tenía un lector para conseguir libros? ¿Cuáles eran las características del comercio de libros? Son las preguntas que responderé en las siguientes páginas.


    Lima: centro editorial y de consumo de libros


    Dada su condición de capital del virreinato peruano, Lima era residencia del virrey, la Audiencia, el Tribunal de Cuentas, la Inquisición y el Tribunal del Consulado. Allí también funcionaban la imprenta, la universidad y los colegios mayores regentados por las grandes órdenes religiosas. A Lima y su puerto, el Callao, confluían mercaderías procedentes de Europa y del interior del virreinato. La capitalidad de Lima atrajo ya en el siglo XVI a teólogos, juristas, poetas, historiadores y otros hombres de letras ansiosos de reconocimiento intelectual y promoción social. La existencia de una comunidad de hombres de letras determinó que, también a mediados de ese siglo, algunos libreros peninsulares se establecieran en la ciudad, en pleno periodo de las guerras civiles de conquistadores y encomenderos. Hacia fines del siglo XVI, pasada la etapa de turbulencia, algunos abrieron sus negocios con puerta a la calle, donde alternaban la venta de libros con la encuadernación. Aunque en menor escala, también hubo impresores que se dedicaron al comercio de textos procedentes de las prensas europeas y locales. Estas prácticas comerciales se mantendrán por el resto de la Colonia. Durante los siglos XVI y XVII, Lima fue el principal centro editorial y la más importante plaza de distribución de libros en Sudamérica española.


    En el siglo XVIII, esta situación cambió progresivamente. Fueron varios los factores que llevaron a Lima a perder su privilegiado estatus. En primer lugar, la aparición de otros centros de producción editorial como Bogotá (1738), Ambato (1754) y Buenos Aires (1780)5. Como consecuencia del establecimiento de imprentas en estas ciudades, los hombres de letras e instituciones de aquellas regiones dejaron de emplear las prensas limeñas como lo habían venido haciendo desde fines del siglo XVI. Otro acontecimiento que contribuyó, al menos temporalmente, a la decadencia de Lima como centro editorial fue el terremoto de 1746. Como es conocido, el 18 de octubre de ese año, un sismo destruyó la ciudad de Lima y el Callao, su puerto. La ruina de la ciudad llevó a considerar a la autoridad virreinal la posibilidad de trasladar la población a otro lugar (Walker, 2008). Como otras actividades económicas, la producción de las prensas locales se vio afectada. La impresión de textos se redujo considerablemente, pero, en los años siguientes al terremoto, se fue recuperando poco a poco.


    Asimismo, en el siglo XVIII, Lima perdió su privilegiado estatus de centro distribuidor de libros. La apertura del puerto de Buenos Aires al comercio atlántico a partir de 1778 fue un factor determinante en ese proceso. Desde principios del siglo XVII, la región del Río de la Plata había sido una de las principales vías de acceso de la literatura prohibida en América del Sur. Portugueses e ingleses, en complicidad con pobladores locales, practicaban no solo un floreciente contrabando de mercaderías, sino también de literatura considerada subversiva por la Inquisición y las autoridades coloniales (Saban, 1991, pp. 137-138)6. Al amparo del decreto de libre comercio, Buenos Aires se consolidó como una activa plaza comercial y de difusión de ideas y textos procedentes del Viejo Continente.
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